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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la entidad accionada dentro del presente asunto ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., contra el fallo proferido el 13 de abril de 2016, mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito local tuteló el derecho fundamental de petición invocado por el señor SANTIAGO DE JESÚS VÁSQUEZ IDARRAGA, en su calidad de Subdirector de Apoyo a la Gestión Seccional Risaralda de la Fiscalía General de la Nación.
ANTECEDENTES:

Relata el libelista que en su calidad de Subdirector Seccional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, radicó el 19 de febrero de 2016, ante la Oficina de Medicina Laboral de la  Administradora de Riesgos Profesionales ARL Positiva Compañía de Seguros S.A., con el fin de que se le informara si ya existía decisión definitiva frente a la pérdida de capacidad laboral del servidor Wilson Cock González, funcionario de esa entidad. A pesar de ello, transcurridos más de 15 días a la fecha no le han dado respuesta alguna.

De acuerdo a lo anterior, considera el accionante que se le está vulnerando el derecho fundamental de petición y por ello solicita que éste sea protegido y en consecuencia se le ordene a la accionada brindarle una respuesta de fondo, clara, precisa y congruente a lo pedido. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Primero Penal del Circuito local avocó el conocimiento de la actuación el día 31 de marzo de 2016, ordenando la notificación a la accionada en la forma indicada en la ley. Posteriormente al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada mediante sentencia del 13 de abril de ese mismo año, decidió tutelar el derecho fundamental de petición del señor Vásquez Idarraga y en consecuencia le ordenó a la a la ARL Positiva Compañía de Seguros informarle de la respuesta dada por esa entidad al señor Wilson Cock González, mediante oficio del 7 de abril de 2016, por medio del cual se le definió el proceso de pérdida de capacidad laboral.
IMPUGNACIÓN

Una vez conoció la decisión de instancia la Apoderada General del Representante Legal de Positiva Compañía de Seguros S.A., allegó escrito impugnando la decisión adoptada en primera instancia por considerar que en el presente caso se hace evidente la existencia de un hecho superado, por cuanto, tal como se dijo en la respuesta a la tutela, lo solicitado ya se le contestó al señor Cock, a quien se le remitió información respecto a su calificación de pérdida de capacidad laboral, por ende no es de recibo para esa entidad que el A-quo hubiese ordenado brindarle una nueva respuesta, en el mismo sentido, pero dirigida al señor Santiago de Jesús, ello a pesar de que con la dirigida al titular del derecho se le está dando solución a sus interrogantes. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar sí la entidad accionada vulnera en forma alguna los derechos fundamentales invocados, de tal manera que se deba confirmar el fallo de instancia o si por el contrario tal situación no existe y por ende se debe revocar la orden dada por cuanto la encartada ya dio respuesta al actor. 
Revisado el expediente se puede observar dentro del mismo que efectivamente la ARL Positiva procedió el 7 de abril de este año a resolver la petición del señor Cock respecto a su porcentaje de pérdida de capacidad laboral, situación sobre la cual el accionante dentro del presente asunto buscaba información; bajo esa óptica es claro que lo pretendido tanto por el libelista como por el señor Wilson, era que a este último se le resolviera una situación relacionada con su seguridad social, lo que hace evidente que no es necesario ordenar a la entidad accionada a brindar una nueva respuesta esta vez dirigida al accionante, especialmente porque él puede darse por enterado de esa determinación pidiéndole copia de la misma al afiliado. 
De acuerdo a lo anterior, y teniendo en cuenta que el fin perseguido por el libelista era conocer cuál era la calificación y más concretamente el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del señor Wilson Cock, es claro que tal pretensión se ve satisfecha, por ende es viable indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 
En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 
“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad, aunque tardía, de la ARL Positiva lo cual indica la impugnante tiene razón y en el presente asunto se hace evidente la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante, puesto que no tiene lógica que se le ordene brindar esa misma respuesta pero dirigida a la Subdirección Seccional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, cuando de ello se puede enterar por intermedio del señor Cock o revisando la copia de la misma anexada al expediente; ello por celeridad y economía en los trámites administrativos.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada el 13 de abril de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito local, y en su lugar DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente tutela interpuesta el señor SANTIAGO DE JESÚS VÁSQUEZ IDARRAGA en su calidad de Subdirector Seccional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de la Nación, en contra de la ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., por las razones expuestas en precedencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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